
 
 
 
 
 

Informe de la Junta Consultiva en relación con la suspensión de la tramitación y del 
cómputo del plazo de interposición del recurso especial en materia de contratación 

 
En relación con la aplicación de la Disp. Adic. 3ª del RD 468/2020 sobre la suspensión de 
los plazos administrativos con motivo de la emergencia sanitaria ocasionada por el 
coronavirus, la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado (JCCPEya elaboró un 
informe en fecha 24 de marzo sobre la suspensión de la tramitación y del cómputo del 
plazo para interponer el recurso especial en materia de contratación durante el estado 
de alarma.  
  
En este primer informe la JCCPE interpretó que los efectos jurídicos de esta norma 
producen la suspensión automática de todos los procedimientos de las entidades del 
sector público, cualquiera que sea su naturaleza y, en consecuencia, también de los 
propios de la contratación pública. No obstante, la norma prevé una serie de 
excepciones a la suspensión automática: 
 
- cuando la suspensión pueda afectar a los derechos de los interesados en el 
procedimiento 
 
- cuando exista conformidad del interesado con que no se suspenda el plazo 
 
- cuando se trate de licitaciones que se refieran a prestaciones dirigidas a la lucha contra 
el COVID-19 
 
- cuando se trate de licitaciones que se refieran al mantenimiento de los servicios 
básicos de los ciudadanos. 
 
En conclusión, como regla general la JCCPE entiende que la aplicación de la Disp. Adic. 
3ª del RD 468/2020 conlleva la suspensión automática de los procedimientos de todas 
las licitaciones del sector público hasta que finalice el estado de alarma.  
 
Sin embargo, la mesa de contratación puede ordenar la no suspensión de aquellos 
procedimientos en los que concurra alguna de las excepciones indicadas anteriormente. 
 
En este nuevo informe de 7 de abril, la JCCPE se refiere a la suspensión de la tramitación 
y del cómputo del plazo de interposición del recurso especial en materia de 
contratación durante el estado de alarma. 
 
En este informe, la JCCPE se cuestiona la excepción que hace el legislador de esta 
suspensión en aquellos contratos esenciales para mantener los servicios públicos, 



 
cuando el RDL 11/2020 en su disposición adicional octava establece que el cómputo 
del plazo para recurrir sólo podría iniciarse una vez finalizado el estado de alarma. 
 
Esta regulación supone la imposibilidad de ejecución, en aquellos procedimientos 
susceptibles de recurso especial en materia de contratación pero que, no obstante, son 
indispensables para la protección del interés general o para el funcionamiento básico 
de los servicios.  
 
Por lo tanto, la JCCPE sugiere que la exención de suspensión de estos contratos 
esenciales, alcance también al procedimiento para el análisis de las posibles 
irregularidades (es decir el recurso especial en materia de contratación). 
 
Para ello considera necesario la modificación legal correspondiente que exceptúe a los 
casos mencionados la aplicación de esta norma, de manera que los Tribunales de 
recursos contractuales tengan la habilitación legal para tramitar los recursos en 
aquellos procedimientos en los que previamente el órgano de contratación ha acordado 
motivadamente la no aplicación de la regla general de suspensión. 
 
 
 
 
 
 


